El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

Providencia:
Auto – Resuelve recurso de queja
Radicación Nro.: 
66001-22-13-000-2018-01049-00
Proceso:                
Sucesión
Accionante:
Luz Adriana Mendoza
Magistrada Ponente: 
Claudia María Arcila Ríos

TEMAS:
HÁBEAS CORPUS / PROCEDE ÚNICAMENTE CUANDO LA PRIVACIÓN DE LA LIBERTAD O SU PROLONGACIÓN SON ILEGALES / PRETENDER UN CAMBIO EN LA MEDIDA DE ASEGURAMIENTO NO ABRE PASO A ESTE AMPARO CONSTITUCIONAL.
… el Congreso de la República expidió la ley 1095 de 2006 que en el artículo 1º dijo que esa acción, además de ser la vía adecuada para lograr la protección del derecho a la libertad, es también un derecho fundamental…
De acuerdo con la norma constitucional transcrita (artículo 30) y el artículo 1º de la ley citada, la acción resulta procedente cuando alguien está privado de la libertad con violación de las garantías constitucionales o legales o cuando esa privación se prolongue de manera ilegal…
… en razón a la naturaleza excepcional que caracteriza la acción de hábeas corpus, la competencia del juez constitucional se limita a establecer si esa privación de la libertad es ilegal, sin que se le permita incursionar en aspectos diferentes… 

“… como de manera reiterada lo ha indicado la jurisprudencia de la Corte, la procedencia de esta acción se encuentra supeditada a que el afectado con la privación ilegal de la libertad, o con su ilícita prolongación, haya acudido primero a los medios previstos en el ordenamiento legal dentro del proceso que se le adelanta, pues, se reitera, lo contrario conllevaría a una injerencia indebida sobre las facultades que son propias del juez que conoce de la causa.”

En consecuencia, como en este caso se encuentra acreditado que la privación de la liberta de la accionante no se ha producido de manera ilegal y como la petición presentada ante el juez competente, relacionada con el cambio de domicilio para cumplir la medida de aseguramiento constituye un trámite procesal que se encuentra a la espera de la decisión definitiva, el juez de hábeas corpus se encuentra impedido para aceptarla, ya que implicaría invadir órbitas ajenas, porque como se explica en la jurisprudencia que se citó, esta excepcional acción no está prevista como mecanismo alternativo de protección del derecho cuya protección se reclama.
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Expediente: No. 66001-22-13-000-2018-01049-00

Pereira, noviembre dos (2) de dos mil dieciocho (2018)

Hora: 11:45 a.m. 

La suscrita Magistrada decide la solicitud de hábeas corpus propuesta por la señora Luz Adriana Mendoza, tendiente a obtener la restauración de su derecho fundamental a la libertad que estimó quebrantado.

ANTECEDENTES

1. En el escrito con el que se promovió la acción relató el apoderado que la representa, los hechos que admiten el siguiente resumen:

1.1 La actora fue aprehendida con fundamento en orden de captura expedida por la Fiscalía Segunda Especializada de Pereira, con ocasión al proceso penal que por el delito de concierto para delinquir con fines de tráfico de estupefacientes, se adelanta en su contra.

1.2 El 12 de septiembre pasado, se llevaron a cabo las audiencias preliminares de legalización de captura, formulación de imputación e imposición de medida de aseguramiento; en ella, el juez de garantías le impuso la privación de la libertad en su residencia.

1.3 Se incurrió en error al reportar la dirección donde debía cumplir la medida de aseguramiento, porque había señalado como tal la carrera 25 No. 66-05 del barrio Cuba de esta ciudad, cuando la verdadera es calle 67 No. 26-08 de ese barrio, donde vive su suegra.

1.4 La accionante, quien desde aquella fecha se encuentra recluida en la cárcel de mujeres de La Badea de Dosquebradas, solicitó su asesoría profesional para enmendar ese equívoco. En consecuencia, pidió al Centro de Servicios Judiciales del Sistema Penal Acusatorio de Pereira se programara audiencia con el objeto de que su representada fuera remitida a su domicilio. No obstante, surgieron unos inconvenientes con su anterior apoderada, pues aparentemente le adeudaba parte de los honorarios, que obligaron primero a pagar esa deuda y obtener el correspondiente paz y salvo, requisito necesario para poder actuar; en consecuencia, la citada diligencia quedó postergada.

1.5 El 23 de octubre último nuevamente formuló la misma petición; la audiencia se programó en el Juzgado Segundo Penal Municipal de Garantías para el 1º de noviembre siguiente a las 10:30 a.m.  

1.6 En esa fecha y hora compareció al despacho, junto con su poderdante, quien fue trasladada por personal del INPEC, mas desde el momento en que ingresó en el juzgado a preguntar por la comparecencia de la representante de la Fiscalía “atisbé cierto relajamiento por parte de la funcionaria a cargo, quien me enfatizó que la delegada Fiscal simple y llanamente no había comparecido y que la diligencia sería reprogramada, le pregunté si al menos constaba una excusa escrita, o al menos el asistente del despacho del órgano persecutor había avisado con antelación, a lo cual me dijeron que no.”

1.7 Con posterioridad fue notificado de la reprogramación de esa diligencia para una semana después.

1.8 Considera inaceptable que por el simple hecho de reportar erróneamente la dirección de residencia, su representada deba continuar en la cárcel, a pesar de que le fue concedida la detención domiciliaria. Por tanto, en este momento se presenta una privación indebida de la libertad ya que fue el estado de salud de la imputada lo que motivó concederle aquella medida de aseguramiento. Además, se han formulado peticiones para obtener el cambio de domicilio, pero estas no han podido tramitarse porque respecto de la primera existieron dificultades con los honorarios de su anterior apoderada, lo que es entendible, y la segunda, en razón a que la delegada de la Fiscalía no acudió a la audiencia correspondiente. Si bien reconoce que las partes procesales tienen múltiples compromisos, esta diligencia fue programada con suficiente antelación y por tanto, se ha debido actuar con el decoro necesario respecto de los demás intervinientes y presentar las excusas por la inasistencia. El proceder de la Fiscalía, entonces, ha diferido el disfrute del beneficio provisional que le fue otorgado a la accionante. 

2. Solicitó se ordene oficiar al Establecimiento Penitenciario de Mediana Seguridad Carcelario “La Badea”, en el municipio de Dosquebradas, para que traslade a la accionante, en el término de la distancia, a la calle 67 No. 26-08 de esta ciudad.

A C T U A C I Ó N    P R O C E S A L

1. Por auto del 1º de noviembre se dispuso dar trámite a la acción;  notificar esa providencia al señor Juez Segundo Penal Municipal con función de control de garantías de Pereira y practicar inspección judicial al proceso seguido contra la señora Luz Adriana Mendoza.

2. La Secretaria del citado despacho remitió la constancia expedida en ese proceso, relativa a las razones por las cuales no se había podido realizar la audiencia de cambio de domicilio. 

C O N S I D E R A C I O N E S

1. Tiene competencia esta Magistrada para conocer de la presente acción, de conformidad con el artículo 2° de la Ley 1095 de 2006.

2. Corresponde a esta Sala determinar si debe protegerse a la peticionaria el derecho fundamental a la libertad personal consagrado en el artículo 28 de la Constitución Nacional.

4. Ese derecho se garantiza con el mecanismo especial de protección de hábeas corpus que consagra el artículo 30 de la misma Carta, así: “Quien estuviera privado de su libertad y creyere estarlo ilegalmente, tiene derecho a invocar ante cualquier autoridad judicial, en todo tiempo, por sí o por interpuesta persona, el hábeas corpus, el cual deberá resolverse en el término de treinta y seis horas.”
En desarrollo de tal garantía, el Congreso de la República expidió la ley 1095 de 2006 que en el artículo 1º dijo que esa acción, además de ser la vía adecuada para lograr la protección del derecho a la libertad, es también un derecho fundamental, y en el artículo 2º estableció una competencia general para conocerla en todos los jueces y tribunales que integran la Rama Judicial.

De acuerdo con la norma constitucional transcrita y el artículo 1º de la ley citada, la acción resulta procedente cuando alguien está privado de la libertad con violación de las garantías constitucionales o legales o cuando esa privación se prolongue de manera ilegal, como lo explica la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia
: 

“a) Cuando la aprehensión de una persona se lleva a cabo por fuera de las formas constitucional y legalmente previstas para ello, como sucede con la orden judicial previa (artículos 28 de la Constitución  Política, 2° y 297 de la Ley 906 de 2004), la flagrancia (artículos 345 de la Ley 600 de 2000 y 301 de la Ley 906 de 2004), la captura públicamente requerida (artículo 348 de la Ley 600 de 2000) y la captura excepcional (artículo 21 de la Ley 1142 de 2007). 

b) Cuando, obtenida legalmente la captura, la privación de la libertad se prolonga más allá de los términos previstos en la Constitución y en la ley.  En tal supuesto, la acción de hábeas corpus tiene por objeto que el servidor público: i) lleve a cabo la actividad a que está obligado (por ejemplo: escuchar en indagatoria, dejar a disposición judicial al capturado, hacer efectiva la libertad ordenada, etc.) o bien, ii) adopte la decisión correspondiente al caso (definir su situación jurídica dentro del término legal, ordenar la libertad frente a la captura ilegal, entre otras hipótesis posibles)….”

En esa misma providencia se indicó que en razón a la naturaleza excepcional que caracteriza la acción de hábeas corpus, la competencia del juez constitucional se limita a establecer si esa privación de la libertad es ilegal, sin que se le permita incursionar en aspectos diferentes. Así dijo: 

“… se hace imperioso reiterar que una vez dirigida la acción constitucional a proteger a la persona de la privación ilegal de la libertad o de su indebida prolongación, al juez constitucional, en el examen puesto a su consideración, le está vedado incursionar en terrenos extraños a este específico tema, so pena de invadir órbitas que son propias de la competencia del juez natural al que la ley le ha asignado su conocimiento, pues de lo contrario desbordaría la naturaleza de su función constitucional destinada a la protección de los derechos fundamentales. 

En otros términos, como de manera reiterada lo ha indicado la jurisprudencia de la Corte, la procedencia de esta acción se encuentra supeditada a que el afectado con la privación ilegal de la libertad, o con su ilícita prolongación, haya acudido primero a los medios previstos en el ordenamiento legal dentro del proceso que se le adelanta, pues, se reitera, lo contrario conllevaría a una injerencia indebida sobre las facultades que son propias del juez que conoce de la causa.”

5. Con la inspección judicial practicada al proceso penal, en el que figura como procesada la aquí solicitante y del que ha conocido el Juzgado Segundo Penal Municipal con función de control de Garantías de Pereira, se acreditaron los siguientes hechos:

5.1 Contra la señora Luz Adriana Mendoza se expidió orden de captura, por el delito de concierto para delinquir con fines de tráfico de estupefacientes.

5.2 El 12 de septiembre de 2018, el Juzgado Segundo Penal Municipal con funciones de control de garantías declaró legal la captura de la accionante; en el mismo acto se le formuló imputación por aquella conducta punible y le impuso como medida de aseguramiento la detención preventiva en el sitio de residencia, ubicada en la carrera 25 No. 66-05 del barrio Cuba de esta ciudad.

5.3 El 21 del citado mes, el apoderado de la imputada solicitó al  Centro de Servicios Judiciales del Sistema Penal Acusatorio de Pereira se celebrara audiencia para efecto de enmendar el error en que había incurrido la procesada al suministrar la dirección de residencia y se cambiara por la calle 67 No. 26-08 de ese mismo barrio.   

5.4 El pasado 23 de octubre se formuló nueva solicitud en similares términos. Esta vez se dijo que aunque anteriormente ya se había planteado esa petición, debido a inconvenientes con el pago de los honorarios de la anterior apoderada, no se pudo llevar a cabo la diligencia. No obstante, esa deuda ya se encuentra satisfecha de acuerdo con el paz y salvo expedido.
5.5 La audiencia respectiva se programó para el 1º de noviembre del año en curso; sin embargo, dejó de practicarse por la inasistencia de la delegada de la Fiscalía y se reprogramó para el 8 de los cursantes, a las 10:30 a.m.

6. Surge de esas pruebas que la señora Luz Adriana Mendoza se encuentra privada de su libertad en razón a la medida de aseguramiento de detención preventiva, impuesta en su contra por la autoridad competente, dentro del proceso que se le sigue por el delito de concierto para delinquir con fines de tráfico de estupefacientes.

También, que ha elevado peticiones con el fin de que se le conceda la posibilidad de cambiar el sitio de residencia que de forma errónea suministró, lo cual, según se dijo, ha impedido que se haga efectiva la medida preventiva domiciliara. A la primera de esas solicitudes, tal como lo aceptó la parte actora, no se le dio trámite por inconvenientes con los honorarios de la anterior apoderada; la segunda dejó de realizarse el día de ayer, por la ausencia de la representante de la Fiscalía y se programó el 8 de los cursantes.   

De lo anterior se concluye que la privación de la libertad de la actora no puede ser calificada de ilegal o arbitraria, como para que la solicitud de hábeas corpus esté llamada a prosperar. 

7. La pretensión dirigida a ordenar al INPEC trasladar a la citada señora a su lugar de residencia para que cumpla la medida de aseguramiento de privación de la libertad en ese lugar, no guarda relación con los fines de esa acción constitucional, ya que  se trata de un mero trámite administrativo que escapa a la naturaleza para la cual fue concebida que, como ya se dijo, es la protección de las personas a quienes se les restringe el derecho a la libertad con violación de sus garantías constitucionales o legales o cuando esa privación se prolonga de manera ilegal. 

La demora en realizar la audiencia en la que se tratará, ante el juez de control de garantías, lo relativo al cambio del domicilio, no  justifica la acción de hábeas corpus, ya que además de que esa diligencia se reprogramó para el 8 de noviembre próximo, para efecto de obtener su traslado al lugar de residencia, la accionante también cuenta con la acción de tutela, como otro medio expedito.   

En un caso que presenta similares condiciones al presente, la Corte Suprema de Justicia, en Sala de Casación Penal, señaló:

“4.2. En segundo lugar, la petición del solicitante se centra en solicitar el traslado del implicado a su lugar de residencia, tal como fuera ordenado en la medida de aseguramiento a él impuesta, circunstancia que debe ser discutida dentro del proceso, e incluso a través de otros medios de defensa judiciales, en los cuales no puede involucrarse al juez de hábeas corpus dada la subsidiariedad de la acción, característica que implica que dicho trámite constitucional no desplaza los espacios propios del proceso penal, ni tampoco supone una tercera instancia de las decisiones que allí se suscitan.” 

8. En consecuencia, como en este caso se encuentra acreditado que la privación de la liberta de la accionante no se ha producido de manera ilegal y como la petición presentada ante el juez competente, relacionada con el cambio de domicilio para cumplir la medida de aseguramiento constituye un trámite procesal que se encuentra a la espera de la decisión definitiva, el juez de hábeas corpus se encuentra impedido para aceptarla, ya que implicaría invadir órbitas ajenas, porque como se explica en la jurisprudencia que se citó, esta excepcional acción no está prevista como mecanismo alternativo de protección del derecho cuya protección se reclama. Además, el ordenamiento jurídico permite a la peticionaria acudir a la acción de tutela para invocar la protección de sus derechos fundamentales.

9. En conclusión, no se ha producido circunstancia alguna que justifique conceder el amparo solicitado, razón por la cual será negado.

10. No se requirió de la entrevista con la señora Luz Adriana Mendoza porque la información que suministró y el expediente sobre el que se practicó la inspección judicial, fueron suficientes para resolver la petición elevada.

Por lo expuesto, esta Sala Unitaria Civil-Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, 

R E S U E L V E 

PRIMERO: Negar el hábeas corpus solicitado por la señora Luz Adriana Mendoza.

SEGUNDO: Notifíquese al apoderado de la peticionaria e infórmesele que esta decisión puede ser impugnada dentro de los tres días calendario siguientes a la notificación que se le haga de esta providencia. (Artículo 7º de la ley 1095 de 2006).

TERCERO: Líbrense las comunicaciones correspondientes.

Notifíquese y cúmplase,

La Magistrada,





CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
� Auto AHP472-2017 del 31 de enero de 2017 M.P. Eyder Patiño Cabrera, radicado No. 49.631


� Auto AHP5136-2014 del 1º de septiembre de 2014. M.P. Eugenio Fernández Carlier. Radicado No. 44520
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